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               DEBIDO PROCESO Y DERECHO DE PETICIÓN / PERSONA OBJETO DE ESPECIAL PROTECCIÓN. “[E]l señor Carlos Arturo Taba Zuluaga que ha dirigido 6 derechos de petición a la “Fiscalía 6ª de Pereira” con el fin  de que le sea expedido un paz y salvo por una investigación que se siguió en su contra en vigencia de la Ley 600 de 2000, por el delito de hurto calificado y agravado, toda vez que dicho antecedente le impide acceder al beneficio administrativo de las “72 horas”, sin que a la fecha de interposición de la presente acción, hubiera respuesta alguna. (…) De acuerdo al material probatorio que obra dentro de la foliatura, esta Corporación encuentra que en el caso bajo estudio ninguna de las autoridades demandas y vinculadas han recibido los derechos de petición que el accionante radicó en la Oficina Jurídica del Complejo Carcelario y Penitenciario Metropolitano de Cúcuta en las fechas 10/08/2016, 31/08/2016, 20/09/2016 y 18/10/2016  (Fls. 10-14), circunstancia esta que permite inferir a la Sala, que pese a que el señor Taba Zuluaga no solicitó la protección de sus derechos fundamentales frente al centro carcelario donde se encuentra actualmente recluido, se advierte una posible vulneración de sus garantías constitucionales al debido proceso y de petición por parte de la Oficina Jurídica aludida.  De tal manera, que en razón a que la jurisprudencia constitucional ha estipulado que atendiendo la naturaleza de la acción de tutela, el juez puede emitir fallos ultra y extra petita, es decir, pronunciarse sobre aspectos no expuestos en la demanda, pero que se evidencia que pueden vulnerar derechos fundamentales, y si es del caso, tutelarlos las prerrogativas fundamentales que pese a no ver sido solicitados. (…) Por lo anterior, esta Colegiatura concluye que por parte de la Oficina Jurídica del Complejo Carcelario y Penitenciario Metropolitano de Cúcuta, no se han tramitado los derechos de petición que el señor Taba Zuluaga y que fueron recibidos en dicha dependencia en las fechas 10/08/2016, 31/08/2016, 20/09/2016 y 18/10/2016  (Fls. 10-14), máxime que esa Oficina Jurídica no se pronunció con respecto al requerimiento de la Sala, pese a haber sido integrada al contradictorio (folio 55) y debidamente notificada de su vinculación (folio 56). En tal virtud, esta Sala tutelará los derechos fundamentales al debido proceso del accionante y  petición del señor Carlos Arturo Taba Zuluaga, quien se encuentra en condiciones de indefensión por ser una persona que se encuentra recluida en un centro carcelario, lo que lo hace sujeto de especial protección constitucional.”.
Citación jurisprudencial: Sentencia T-903 de 2008 / Sentencia T-1219 de 2001 / Sentencia T-407 de 2005 / Sentencia T-409 de 2008 / Sentencia T-011 de 1997 / Sentencia T-143 de 2012 / Sentencia T-377 de 2000 / Sentencia T-479 de 2015 / Sentencia T-208 de 2015 / Sentencia T-554 de 2012.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, trece (13) de diciembre de dos mil dieciséis (2016)

Aprobado por Acta No.1152
Hora: 4:00 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver en primera instancia la acción de tutela presentada por el señor Carlos Arturo Taba Zuluaga en contra de la Fiscalía Sexta de Pereira, por considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso y derecho de petición. 

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES 
2.1. Informó el señor Carlos Arturo Taba Zuluaga que actualmente se encuentra privado de la libertad en el Centro Penitenciario y Carcelario de Cúcuta, pagando una pena privativa de la libertad  de 23 años y 6 meses por el delito de tentativa de homicidio, que a la fecha ha descontado 8 años con 8 meses, de los cuales hace más de 7 años que no ha tenido contacto con su familia por la lejanía y cuestiones económicas y de salud.

Señaló el actor que el 30 de septiembre de 2015 cumplió con los requisitos para obtener el beneficio administrativo de libertad de hasta 72 horas, motivo por lo cual el día 15 de abril de 2016 solicitó al ente carcelario la concesión tal beneficio, solicitud que fue negada por el establecimiento carcelario, ya que al ser verificados sus antecedentes penales registró un requerimiento del año 2003 bajo el radicado No. 00131-04 por el delito de hurto calificado donde fue condenado a una pena de 42 meses.  Sin embargo, dicha situación ya había sido aclarada, puesto que fue condenado como “reo ausente” y capturado posteriormente el 20 de octubre de 2005 y puesto en libertad el 16 de enero de 2016, luego de que se profiriera un fallo de tutela a su favor.

Puso en conocimiento que con el fin de dilucidar su situación, el 14 de junio de 2016 presentó un derecho de petición a la “Fiscalía Sexta de Pereira”, por medio del cual solicitó la expedición del paz y salvo de antecedentes y el archivo definitivo del proceso con el propósito de poder adelantar ante el centro penitenciario antes aludido,  las gestiones tendientes a la obtención del permiso de libertad por 72 horas; sin embargo, no obtuvo respuesta a dicha petición, es por ello que en las fechas 9 y 31 de agosto, 20 de septiembre, 11 y 18 de octubre de 2016 presentó nuevamente escritos de petición ante la Fiscalía Sexta de Pereira reiterando la solicitud.

2.2. Entre las pruebas allegadas por el actor, se encuentran copia de los derechos de petición radicados en la Oficina Jurídica Brigada INPEC en las fechas 14 de junio, 10 y 31 de agosto, 20 de septiembre y 18 de octubre de 2016 para ser enviadas a la Fiscalía Sexta de Pereira (Folios. 6-14).

2.3. Mediante auto del 29 de noviembre de 2016 se avocó el conocimiento de la demanda de amparo y se corrió traslado de la misma a la Fiscalía 6ª Seccional de Pereira con el fin de que se pronunciara sobre los hechos y pretensiones expuestos por el señor Taba Zuluaga. (Folio 24).
2.4. Mediante Auto del 2 de diciembre de 2016 la Sala ordenó vincular a la presente demanda de tutela a la Fiscalía 6ª Local y al Juzgado 1º Penal Municipal, ambos de Dosquebradas, Risaralda y al Director de Fiscalías Seccionales de Risaralda, para que de manera inmediata, de respuesta a los hechos planteados por el señor Carlos Arturo Taba Zuluaga y de esta manera, ejerzan los derechos a la defensa y contradicción. (Folio 32 frente y revés).
2.5. Mediante Auto del 5 de diciembre de 2016 la Sala ordenó la vinculación del Juzgado Segundo Penal Municipal de Dosquebradas y a la Oficina Jurídica del Complejo Carcelario y Penitenciario Metropolitano de Cúcuta, para que en el término de un (1) día sea pronunciaran con respecto a los hechos planteados por el accionante. (Folio 55).
3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA 

3.1. FISCALÍA 6º SECCIONAL UNIDAD CAIVAS DE PEREIRA

Su titular informó que esa Fiscalía adelanta investigaciones por delitos que atenten contra la libertad sexual ocurridos en vigencia de la Ley 906 de 2004 y no contra el patrimonio económico, tal como lo indicó el accionante en su demanda de tutela, en el sentido que existe un proceso en su contra por el delito de hurto calificado.  Además, que verificado el sistema SIJUF  de la FGN se encontró que el señor Carlos Arturo Taba Zuluaga, identificado con la cédula de ciudadanía No.9.697.550, tiene en su contra una investigación radicada bajo el No.112.451 por el delito de hurto, tramitado por la Fiscalía Sexta Local de Dosquebradas, Risaralda, donde le aparece que el 8 de noviembre de 2004 se dictó resolución de acusación en su contra y que el caso pasó por competencia al Juzgado 1º Penal Municipal de Dosquebradas, Risaralda (Fls.30-31).

3.2. JUZGADO 1º PENAL MUNICIPAL DE DOSQUEBRADAS

Su titular indicó que no era posible pronunciarse de fondo con respecto al conflicto alegado por cuanto una vez revisados los libros radicadores, no se encontró registro alguno de investigaciones penales adelantadas en contra del señor Taba Zuluaga, y que como consecuencia de ello, no tenía requerimientos pendientes en ese estrado judicial, situación que sería certificada al establecimiento penitenciario de Norte de Santander.

En igual sentido, informó que en esa célula judicial no se han radicado derechos de petición por parte del accionante, razón por la que solicitó ser desvinculados de la acción constitucional de tutela. (Fls. 38-43). 
3.3. FISCALÍA SEXTA LOCAL DE DOSQUEBRADAS

Su titular informó que en esa Fiscalía no se han recibido derechos de petición procedentes del señor Taba Zuluaga; sin embargo, se consultaron los sistemas de información,  y se pudo verificar que al peticionario no le figuran requerimientos ni antecedentes penales a la fecha. Igualmente, se verificó en la página de la Policía Nacional y tampoco le figuran anotaciones o antecedentes penales.

En cuanto a la investigación por el delito de hurto agravado bajo el radicado No. 112.451 informó, que desconoce lo acontecido después de que el Juzgado Segundo Penal Municipal de Dosquebradas lo condenara a 42 meses de prisión por el delito de hurto agravado, toda vez que para la fecha de los hechos, la Fiscalía en vigencia de la Ley 600 de 2000, solo conocía del caso hasta la resolución de acusación.
En cuanto al proceso radicado con el No. 001312003, la funcionaria expresó que desconoce las pretensiones del accionante, ya que en ese despacho no obra ninguna investigación con ese número de radicado, pues el proceso que se le tramitó en esa Fiscalía en ese año, fue bajo el radicado No. 15951 y que dado que esas investigaciones son de la ley 600 de 2000, éstas se encuentran archivadas y/o prescritas y no le debían de figurar anotaciones por esos hechos. Finalmente solicitó que sea desestimada cualquier acción en contra de su despacho. (Fls. 45-48).
3.4. DIRECCIÓN SECCIONAL DE FISCALÍAS DE RISARALDA 

Indicó que esa Dirección no ha recibido escrito alguno de solicitud de información por parte del señor Carlos Arturo Taba; no obstante, procedieron a realizar consultas en los sistemas de información SIAN-SIJUF, encontrando que bajo la noticia criminal No.15951 radicado 112.451, la Fiscalía 6 Local de Dosquebradas adelantó investigación por el delito de hurto agravado en contra del accionante, dentro la cual se dictó resolución de acusación del 8 de noviembre de 2004, de igual manera, registra una cancelación de orden de captura del 15 de noviembre de 2005, emitida por el Juzgado Segundo Penal Municipal de Dosquebradas.  Así las cosas, dio traslado de la acción de tutela a la Fiscal 6ª Local de Dosquebradas.
Por lo tanto, solicitó declarar improcedente la acción de tutela, toda vez que esa Dirección no ha vulnerado derecho fundamental al actor, quien no expuso  de qué manera le fueron conculcados sus derechos por parte de la Dirección a su cargo (Fls. 49-50).
Anexó copia de los documentos a los que hizo alusión en la respuesta (Fl.s 51-54).
3.5. JUZGADO 2º PENAL MUNICIPAL DE DOSQUEBRADAS

Su titular informó que el señor Carlos Arturo Taba Zuluaga a través del señor Jorge Armando Marín, allegó a ese despacho el 11 de mayo de 2016 un derecho de petición, al cual se  le dio trámite pertinente, el cual fue entregado el  17 de mayo de 2016 por el señor Jorge Armando Marín, dado que este fue autorizado por el peticionario para recibir la respuesta. Posteriormente, el 26 de agosto de 2016 el señor Jorge Armando Marín presentó un derecho de petición suscrito por el señor Taba Zuluaga, en términos idénticos al anterior, razón por la cual el despacho no solo envió respuesta al señor Jorge Armando Marín como persona autorizada para recibirla, sino que se mandó respuesta al señor Carlos Arturo Taba, al complejo Metropolitano Cúcuta a través de correo 472.

Respecto de la condena por el delito de hurto agravado, informó que el 15 de marzo de 2005 se dictó sentencia condenatoria e impuso una pena de 42 meses de prisión, la cual fue remitida a los juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad el 22 de noviembre de 2005, y que el 26 de enero de 2006 regresó el proceso al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y medidas de Seguridad, donde se ordenó la libertad del condenado, en atención a un fallo de tutela que fue concedido, ocasión en la que el Tribunal Superior de Pereira declaró la nulidad de la actuación a partir del auto que declaró persona ausente al señor Taba Zuluaga y ordenó devolver la acción a la Fiscalía para que se procediera de conformidad con lo ordenado, devolución que se materializó el 15 de noviembre ante la Fiscalía Sexta Local de Dosquebradas.
Indicó que como puede observarse, no puede predicarse que por parte de ese despacho se le haya vulnerado derecho fundamental alguno al accionante, pues es evidente que se le ha dado respuesta oportuna a sus peticiones. Finalmente solicitó la desvinculación del presente amparo constitucional y no se acceda a la protección de los derechos invocados por cuanto no existía vulneración alguna por parte de ese Juzgado.
Anexó los documentos que relacionó como pruebas (Folios 61-71).
3.6. La Dirección del Centro Carcelario y Penitenciario Metropolitano de Cúcuta no se pronunció con respecto a la demanda de tutela. 
4.  CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

4.2. Problema jurídico 
Corresponde a esta Sala determinar si las entidades demandadas y vinculadas vulneraron el derecho fundamental de petición al accionante, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo.  

4.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
4.4. La Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

4.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.

4.6. Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

4.7. En la Sentencia T-143 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.  d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita. e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine. f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.  g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición. i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994. 

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.6”

4.7.1 De las personas que se encuentran en detención intramuros y el deber de proteger y garantizar sus derechos fundamentales La Corte Constitucional ha mantenido una línea jurisprudencial sólida, en la que reconoce que entre el Estado y las personas privadas de la libertad hay un vínculo de “especial relación de sujeción”.  Al respecto, en la Sentencia T-479 de 2015 señaló:
“La jurisprudencia de esta Corporación ha desarrollado la noción de relaciones especiales de sujeción como base para comprender el alcance de los deberes y derechos recíprocos que existen entre las personas privadas de la libertad y las autoridades carcelarias. Concretamente ha sostenido que esta clase de relaciones hacen referencia al “nacimiento de un vínculo en el que, de un lado, el recluso se sujeta a las determinaciones que se adopten en relación con las condiciones del centro carcelario o penitenciario respectivo, lo que incluye la restricción en el ejercicio de ciertos derechos, y, del otro, el Estado asume la responsabilidad por la protección y cuidado del interno durante su tiempo de reclusión.”
4.8.  DEL CASO EN CONCRETO:

4.8.1.  En el caso sub examine, indicó el señor Carlos Arturo Taba Zuluaga que ha dirigido 6 derechos de petición a la “Fiscalía 6ª de Pereira” con el fin  de que le sea expedido un paz y salvo por una investigación que se siguió en su contra en vigencia de la Ley 600 de 2000, por el delito de hurto calificado y agravado, toda vez que dicho antecedente le impide acceder al beneficio administrativo de las “72 horas”, sin que a la fecha de interposición de la presente acción, hubiera respuesta alguna.

4.8.2. Conforme a las respuestas emitidas por las autoridades demandadas y vinculadas, se pudo establecer que el Juzgado 2º Penal Municipal de Dosquebradas respondió al señor Taba Zuluaga dos derechos de petición mediante oficios Nos.773 del 13 de mayo de 2016 (Fls. 63 y 64) y con el No.1530 del 8 de septiembre de 2016 (Fls. 66 y 67), recibidos por el señor Jorge Armando Marín, a quien al parecer el señor Taba Zuluaga había autorizado para tal fin, de los cuales se desprende que al accionante se le dio a conocer que Fiscalía 6ª Local de Dosquebradas, Risaralda, investigó al señor Carlos Arturo Taba Zuluaga, identificado con la cédula de ciudadanía No.9.697.550, por el delito de hurto calificado y agravado se dictó en su contra resolución de acusación, por lo que las diligencias se remitieron por competencia al Juzgado 2º Penal Municipal de Dosquebradas, despacho que lo condenó a 42 meses de prisión, dentro del proceso radicado al No.66170400400202; por tal razón, se envió el expediente al Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Pereira.    

Igualmente, que el proceso penal fue devuelto el 14 de noviembre de 2006 al Fiscalía 6ª Local de Dosquebradas en cumplimiento a lo ordenado en un fallo de tutela proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas a favor del señor Taba Zuluaga. Con respecto a la devolución del proceso a la Fiscalía 6ª Local de Dosquebradas, la Jueza 2ª Penal Municipal de Dosquebradas adjuntó copia de la constancia que da cuenta que el 15 de noviembre de 2006 se recibe el expediente bajo el radicado No.661704004002-2004-0131-00 correspondiente al proceso seguido en contra del señor Carlos Arturo Taba Zuluaga por el delito de hurto calificado y agravado (folio 71).

4.8.3. Así mismo, esta Sala pudo verificar que el apoderado judicial del señor Taba Zuluaga interpuso una acción de tutela en contra del Juzgado 2º Penal Municipal de Dosquebradas por considerar vulnerados los derechos fundamentales al debido proceso y defensa,  la cual le correspondió en primera instancia al Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas, el cual tuteló el amparo invocado al señor Taba Zuluaga en el sentido de declarar la nulidad de lo actuado a partir del auto que declaró al actor persona ausente, inclusive, y ordenó la libertad inmediata bajo acta compromisorio. Dicha decisión fue apelada por la titular del Juzgado 2º Penal Municipal de Dosquebradas y este Tribunal mediante providencia del 17 de marzo de 2006  decretó la nulidad de lo actuado para que se integrara al trámite constitucional a la Fiscalía que había intervenido en la investigación de la causa (Fls. 72-76).

4.8.4. Ahora bien, de las pruebas arrimadas con la demanda de tutela, e observa que el señor Carlos Arturo Taba Zuluaga radicó en la oficina jurídica del Complejo Carcelario y Penitenciario Metropolitano de Cúcuta, 4 derechos de petición dirigidos a la “Fiscalía Sexta de Pereira” en las fechas 10/08/2016, 31/08/2016, 20/09/2016 y 18/10/2016  (Fls. 10-14).  Así mismo, el actor adjuntó copia de otra petición sin sello de recibido en la oficina jurídica aludida (Fl. 6-9).  Peticiones que no aparecen recibidas en ninguno de los despachos demandados y vinculados, tal como lo afirmaron en las respuestas otorgadas a la acción de tutela. 
4.8.5. En la Sentencia T-208 de 2015 la Corte Constitucional señaló que  corresponde al Estado garantizar la protección de manera eficaz el derecho de petición a las personas privadas de la libertad en centros penitenciarios y carcelarios.  Al respecto, consideró lo siguiente:

“Esta Corporación ha reiterado en su jurisprudencia que el derecho de petición de los reclusos no implica la obligación de las autoridades carcelarias de dar respuesta positiva a las solicitudes que aquellos eleven. Los deberes de estas autoridades consisten en adoptar las medidas necesarias para que los internos reciban una respuesta completa y oportuna a sus peticiones, donde se expongan las razones que la autoridad contempló para decidir en el sentido que efectivamente lo hizo, de manera que el recluso pueda conocerlas y, eventualmente, controvertirlas. 

Así mismo ha precisado que el derecho del recluso a obtener una respuesta de fondo, clara y oportuna, no puede verse afectado por trámites administrativos del establecimiento carcelario, pues podría tornarse nugatorio su derecho fundamental de petición. Por lo tanto, en los eventos en que el recluso formule un derecho de petición dirigido a otro funcionario o entidad,  las autoridades carcelarias se encuentran en la obligación legal de remitirlo efectiva y oportunamente a la autoridad destinataria de la solicitud, para que ésta tenga acceso al contenido de la misma y cuente con la oportunidad de darle el correspondiente trámite y respuesta. (Subrayas propias)
4.8.6.  De acuerdo al material probatorio que obra dentro de la foliatura, esta Corporación encuentra que en el caso bajo estudio ninguna de las autoridades demandas y vinculadas han recibido los derechos de petición que el accionante radicó en la Oficina Jurídica del Complejo Carcelario y Penitenciario Metropolitano de Cúcuta en las fechas 10/08/2016, 31/08/2016, 20/09/2016 y 18/10/2016  (Fls. 10-14), circunstancia esta que permite inferir a la Sala, que pese a que el señor Taba Zuluaga no solicitó la protección de sus derechos fundamentales frente al centro carcelario donde se encuentra actualmente recluido, se advierte una posible vulneración de sus garantías constitucionales al debido proceso y de petición por parte de la Oficina Jurídica aludida.  De tal manera, que en razón a que la jurisprudencia constitucional ha estipulado que atendiendo la naturaleza de la acción de tutela, el juez puede emitir fallos ultra y extra petita, es decir, pronunciarse sobre aspectos no expuestos en la demanda, pero que se evidencia que pueden vulnerar derechos fundamentales, y si es del caso, tutelarlos las prerrogativas fundamentales que pese a no ver sido solicitados.  En tal sentido, la Corte Constitucional dijo:
 
“Para la Sala es claro que, dada la naturaleza de la presente acción, la labor del juez no debe circunscribirse únicamente a las pretensiones que cualquier persona exponga en la respectiva demanda, sino que su labor debe estar encaminada a garantizar la vigencia y la efectividad de los preceptos constitucionales relativos al amparo inmediato y necesario de los derechos fundamentales. En otras palabras, en materia de tutela no sólo resulta procedente sino que en algunas ocasiones se torna indispensable que los fallos sean extra o ultra petita. Argumentar lo contrario significaría que si, por ejemplo, el juez advierte una evidente violación, o amenaza de violación de un derecho fundamental como el derecho a la vida, no podría ordenar su protección, toda vez que el peticionario no lo adujo expresamente en la debida oportunidad procesal. Ello equivaldría a que la administración de justicia tendría que desconocer el mandato contenido en el artículo 2o superior y el espíritu mismo de la Constitución Política, pues -se reitera- la vigencia de los derechos constitucionales fundamentales es el cimiento mismo del Estado social de derecho”. (Ver Sentencia T-554 de 2012) 
4.8.7. Por lo anterior, esta Colegiatura concluye que por parte de la Oficina Jurídica del Complejo Carcelario y Penitenciario Metropolitano de Cúcuta, no se han tramitado los derechos de petición que el señor Taba Zuluaga y que fueron recibidos en dicha dependencia en las fechas 10/08/2016, 31/08/2016, 20/09/2016 y 18/10/2016  (Fls. 10-14), máxime que esa Oficina Jurídica no se pronunció con respecto al requerimiento de la Sala, pese a haber sido integrada al contradictorio (folio 55) y debidamente notificada de su vinculación (folio 56).
4.8.8. En tal virtud, esta Sala tutelará los derechos fundamentales al debido proceso del accionante y  petición del señor Carlos Arturo Taba Zuluaga, quien se encuentra en condiciones de indefensión por ser una persona que se encuentra recluida en un centro carcelario, lo que lo hace sujeto de especial protección constitucional.  Como consecuencia de lo anterior, se ordenará al Jefe de la Oficina Jurídica (o a quien haga sus veces) del Complejo Carcelario y Penitenciario Metropolitano de Cúcuta que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este fallo, si aún no lo ha hecho,  envíen a la Fiscalía 6ª Local de Dosquebradas, Risaralda, ubicada en la Carrera 16 No.72-45 Avenida Simón Bolívar, teléfono No.3286040 extensión 203, los derechos de petición radicados por el accionante en las siguientes fechas: 10/08/2016, 31/08/2016, 20/09/2016 y 18/10/2016 (Fls. 10-14) con el fin de que ese ente investigador resuelva lo solicitado por el señor Taba Zuluaga.  
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

RESUELVE

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental al debido proceso y petición al señor Carlos Arturo Taba Zuluaga.
SEGUNDO: ORDENAR al Jefe de la Oficina Jurídica (o a quien haga sus veces) del Complejo Carcelario y Penitenciario Metropolitano de Cúcuta que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este fallo, si aún no lo ha hecho,  envíe a la Fiscalía 6ª Local de Dosquebradas, Risaralda, ubicada en la Carrera 16 No.72-45 Avenida Simón Bolívar, teléfono No.3286040 extensión 203, los derechos de petición radicados por el accionante en las siguientes fechas: 10/08/2016, 31/08/2016, 20/09/2016 y 18/10/2016 (Fls. 10-14) con el fin de que ese ente investigador resuelva lo solicitado por el señor Taba Zuluaga.  

TERCERO: DESVINCULAR del presente trámite a la Dirección de Fiscalías Seccional de Risaralda, a la Fiscalía 6ª Seccional CAIVAS de Pereira, a los Juzgados 1º y 2º Penales Municipales de Dosquebradas y a la Fiscalía 6ª Local de Dosquebradas.

CUARTO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ
Secretario
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.
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� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� M.P. Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub
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